PAGE  
- 26 -


Memoria del Seminario sobre Aplicación de Normas Internacionales

Del 3 al 5 de Septiembre de 1996

Granada, Nicaragua, Centroamérica

Palabras Acto Inauguración

Dr. Enrique Lagos

Subsecretario de Asuntos Jurídicos

Organización de Estados Americanos
Señoras y Señores
En nombre del señor Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, doctor César Gaviria, deseo expresar la grata y honrosa oportunidad que tengo para dirigirme a ustedes en este acto inaugural del "Seminario sobre Aplicación de Normas Internacionales", que ha sido co-organizado por la Corte Centroamericana de Justicia y la OEA, a través de su Subsecretaria de Asuntos Jurídicos.
Deseo hacer llegar también por mi intermedio, a todos ustedes, un cordial y atento saludo del Señor Secretario General de la Organización, quien desde el primer momento en que se presento la iniciativa para realizar este encuentro, manifestó su decidido apoyo a la misma y le brindó el aliento necesario para concretarla.
Hoy, podemos manifestar con satisfacción que, gracias al esfuerzo mancomunado de diversas instituciones y personas, dicha iniciativa se ha hecho realidad e inicia sus actividades mediante el desarrollo de un importante programa de trabajo que estará a cargo de distinguidos juristas centroamericanos y de otras áreas del continente.
En este sentido, debo expresar, en nombre de la Secretaria General de la OEA y en el mío propio, nuestro especial reconocimiento al esfuerzo y dedicación desplegados en la preparación de este evento por parte del señor presidente de la Corte Centroamericana de Justicia, de todos sus Miembros y del Señor Secretario de este alto Tribunal.
De igual manera debemos extender nuestros agradecimientos al señor Embajador, doctor José Antonio Tijerino, Representante Permanente de Nicaragua ante la OEA, por haber presentado en nombre del Gobierno de su país esta idea a la consideración de la OEA y sobre todo. por el impulso que le imprimió a la misma y el interés que demostró para hacerla realidad.

El seminario que hoy inauguramos tiene para la OEA una importancia y significado especial.  El mismo constituye uno de los primeros resultados concretos que han emanado de la consideración y estudio que viene dando la Organización, a través de su Consejo Permanente, al tema del Perfeccionamiento de la Administración de Justicia en el Continente.
La relevancia que los Estados Miembros de la OEA han otorgado a este tema quedo demostrada desde un inicio dentro del cuadro fundamental de las normas que regulan a la Organización al vincularlo estrechamente al cumplimiento de sus objetivos básicos cual es el de consolidar y perfeccionar el sistema democrático de gobierno dentro de las américas.
Precisamente se considero que una de las formas para alcanzar dicho objetivo es el perfeccionamiento de la administración de justicia, tanto en lo que respecta a la formación de magistrados y abogados, como en lo concerniente al apoyo que debe otorgarse a los distintos sistemas jurídicos nacionales.
Dentro de este mismo pensamiento, se señalo por parte de los Estados Miembros, que era necesario llevar adelante dentro de la Organización, un programa que permitiera una mayor cooperación judicial, y en este sentido encomendó a los Organos de la Organización, impulsar, en coordinación con otras instituciones nacionales e internacionales, seminarios regionales que con la participación de jueces, abogados y universitarios, pudieran, en la mejor forma posible, llevar adelante un ejercicio que trajera un conocimiento mutuo de la administración de justicia en los distintos países de la región.
Junto con lo anterior y teniendo en cuenta que la OEA ha adoptado numerosos instrumentos internacionales que regulan los mas diversos aspectos de las relaciones jurídicas interamericanas. los Estados Miembros encargaron desarrollar las acciones necesarias a los efectos de lograr el mejor conocimiento y difusión en el hemisferio de las normas jurídicas internacionales adoptadas dentro del marco de la Organización.

Es entonces dentro de este contexto de decisión política e institucional de la Organización. como debe entenderse nuestra participación en este importante y representativo seminario, el cual estimamos como una acción precisa en pos del desarrollo y el perfeccionamiento de la administración de justicia a nivel internacional.
El hecho que uno de los co-organizadores y participante de este evento sea la Corte Centroamericana de Justicia, le otorga a estas Jornadas un alto nivel y una gran validez. Conocemos el importante papel que viene desarrollando este máximo Tribunal de Centroamérica a lo largo de su corta historia y estamos seguros que en futuro próximo el mismo será llamado a ejercer plenamente su competencia que, a no dudarlo, dará la seguridad jurídica a las relaciones de los países centroamericanos y fortalecerá el ambicioso proceso de integración regional a que esta avocada la región.
Solo me resta manifestarle al Señor Alcalde de Granada, la satisfacción de los funcionarios de la Organización que hemos venido a atender este Seminario y señalarle lo grato que resulta para nosotros el estar en esta hermosa ciudad.
Muy Amables
Memoria del Seminario sobre Aplicación de Normas Internacionales

Del 3 al 5 de Septiembre de 1996

Granada, Nicaragua, Centroamérica

Palabras Acto Clausura

Dr. Enrique Lagos

Subsecretario de Asuntos Jurídicos

Organización de Estados Americanos

Señoras y Señores,
Me es muy grato. en nombre del Secretario General de la OEA, hacer uso de la palabra en este acto solemne de clausura del Seminario sobre Aplicación de Normas Internacionales, que hemos organizado con la Corte Centroamericana de Justicia.
Para nuestra Organización, la OEA, esta reunión se enmarca en el cumplimiento y desarrollo de dos de sus actividades prioritarias: el perfeccionamiento de la administración de justicia en el continente y el fortalecimiento y apoyo a los procesos de integración regional.
Al finalizar este encuentro, dejamos Granada con la certidumbre de que ambas metas se han logrado plenamente y colmado nuestras expectativas de propósitos al momento de copatrocinar este evento.
Durante estos tres días, en que han expuesto y participado tan ilustres juristas centroamericanos, hemos conocido y compartido el profundo anhelo de Centroamérica de impulsar y alcanzar una genuina y efectiva integración, sustentada en un ordenamiento jurídico y judicial que le imprima a dicho proceso, a la vez, dinamismo y seguridad.
En tal sentido, la Corte Centroamericana de Justicia esta llamada a ser, no solo un pilar fundamental del proceso centroamericano. sino también un referente a ser considerado por las diversas regiones del continente que se encuentran comprometidas en llevar adelante. al igual que Centroamérica, distintos esquemas de integración, a todo ello ha cooperado también la activa participación e importante contribución brindada por representantes del Parlamento Centroamericano.
A lo largo de estos días hemos palpado también el particular interés que los temas abordados por este encuentro han despertado en los universitarios y académicos responsables de la formación de las nuevas generaciones que deberán asumir la responsabilidad del mañana en cada uno de sus respectivos países.

Esta pluralidad de enfoques y participantes enriqueció mas allá; de nuestras previsiones el activo debate que tuvo lugar en estos días, reafirmando, aun mas; las aspiraciones integracionistas, basadas en la mejor comprensión entre todos los campos y actos jurídicos que intervienen o apoyan el proceso centroamericano.
Dejamos la calida hospitalidad de Granada. con la convicción de que este encuentro constituyo solo el principio de un fructífero y continuo dialogo e intercambio de ideas que contara siempre con nuestra colaboración y respaldo.
Solo me resta reiterar nuestros agradecimientos a la Corte Centroamericana de Justicia, por la admirable organización de este Semanario, que culminara con la publicación de estas Jornadas, lo que permitirá así un mayor conocimiento y difusión del quehacer integracionista centroamericano.
Hacemos extensivos también nuestros agradecimientos a todas las personas que por su dedicación y abnegado trabajo permitieron asegurar el pleno éxito alcanzado por esta reunión.
Permítanme que nos sumemos a las expresiones de solidaridad y comprensión por los sufrimientos que en estos momentos pasa el pueblo de Granada, así como por los daños materiales que han ocasionado las inclemencias climáticas del día de ayer.  Nuestra solidaridad se expresa en estos momentos a todos los habitantes de esta hermosa ciudad, a través del Señor Alcalde de Granada que nos acompaña y honra con su presencia.

Muchas Gracias
3.9 LAS CONVENCIONES INTERAMERICANAS EN MATERIA DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO
Dr. Enrique Lagos
Subsecretario de Asuntos Jurídicos
Organización de los Estados Americanos (OEA)
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LA CODIFICACION Y ARMONIZACION BEL DERECHO INTERNACIONAL EN EL MARCO INTERAMERICANO

I.
INTRODUCCION

Los países de América Latina poseen rasgos comunes en aspectos sociales, históricos, culturales, geográficos, así como, en su cultura jurídica.  Esta similitud de caracteres sin embargo, a lo largo de sus procesos evolutivos se han canalizado de diversa forma proporcionando a cada uno de ellos identidad propia.  De lo que no cabe duda es que origina un sentimiento de solidaridad y de vinculación regional que es necesario tener presente.

En el campo estricto del derecho observamos que la evolución de la legislación nacional de cada uno de estos países ha optado por seguir derroteros distintivos.  Tanto las influencias coloniales, o de otros países, como el posterior nacimiento y desarrollo de las distintas normas atendiendo a las necesidades particulares de cada país, han originado sistemas legales internos con diferencias entre sí.

Ahora bien, por lo que se refiere al Derecho Internacional, la gran variedad de aspectos que cubren las relaciones internacionales, tanto publicas como privadas, han sido objeto de atención por este Derecho.  Comparte junto con los derechos internos la regulación de una buena parte de las actividades de la sociedad y por ello requiere de una eficaz armonía con los ordenamientos nacionales y de una efectiva aplicación tanto en el ámbito interno como en el internacional.

El Desarrollo del Derecho Internacional Interamericano comienza con el ideal Bolivariano, que se concreta en el Congreso de Panamá de 1826 y en tratados posteriores como el de la Confederación (1848), Tratado Continental (Santiago de Chile. 1856) y Tratado de Washington (1856).  Durante este período las nacientes Repúblicas americanas van a dirigir sus esfuerzos a mantener y reforzar su independencia y soberanía. Establecen una alianza política y militar que implica una asistencia reciproca frente a la agresión extracontinental y mecanismos de solución pacífica de controversias entre los miembros de la Confederación.  Asimismo se establecen los principios de inviolabilidad del territorio nacional y de no intervención en los asuntos internos de los otros Estados.  En materia de Derechos Humanos se condena la esclavitud y se equipara a los nacionales de los Estados Miembros para una amplia gama de propósitos.  Instituciones como el asilo y la extradición son también reguladas.

Sobre esta base de creciente colaboración se va a desarrollar un importante cuerpo de normas relativas al derecho internacional privado, al derecho internacional público y para una futura creación de un sistema institucional regional que asegure y que vele por una efectiva aplicación de estas normas.
II. 
LA CODIFICACION BEL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. PERIODOS HISTORICOS

A)
Etapas de la Codificación

Bajo este clima de solidaridad y cooperación en el ámbito político no podían faltar normas relativas a las relaciones entre particulares de los diferentes Estados.  El comercio recíproco, como vehículo para el crecimiento económico, fue contemplado en aras a su protección y para proporcionar al mismo todas las facilidades.

Tanto en el primer como segundo Congreso de Lima, 1847/48 y 1864/65, respectivamente, se firmaron los Tratados de Correos y de Comercio y Navegación.  En estos tratados, que nos sirven como antecedentes a un derecho interamericano privado, se equipara a los nacionales de los distintos Estados contratantes, antecedente de lo que después se denominó igualdad de nacionales y extranjeros en el campo de la responsabilidad internacional del Estado por daños causados a la persona o los bienes de estos últimos.

Estos instrumentos incluyen además normas en las que se establece que la celebración de contratos y el otorgamiento de documentos en cualquiera de las Repúblicas Confederadas, tendrán el mismo valor en las demás Repúblicas miembros.  Norma que se hace extensiva posteriormente a las sentencias de los Tribunales de cualquiera de los Estados contratantes y a la rendición de pruebas en la forma que sus leyes lo establezcan.  Asimismo se reconocen los estudios y títulos académicos al objeto de permitir el ejercicio de profesiones liberales en cualquiera de los Estados Miembros.  Un paso más para facilitar el comercio es la adopción de un sistema uniforme de monedas y de pesos y medidas.

A partir de este momento se vio la necesidad de una armonización a través de la codificación del Derecho Internacional Privado, para concordar las legislaciones de los diversos Estados Americanos.  La labor codificadora va a desarrollarse en dos etapas:  La primera se caracteriza por el enfoque globalista en busca de un cuerpo normativo único.  La segunda etapa, mas pragmática, orienta la codificación de manera gradual y progresiva a través de Conferencias Especializadas Interamericanas de Derecho Internacional Privado (CIDIPs).

B)
I Etapa

i.) El Congreso de Lima de 1877/78 concluyó, entre otros, con un Tratado de Derecho Internacional Privado, firmado por los representantes de Perú, Argentina, Chile, Ecuador, Bolivia, Venezuela y Costa Rica.  El acuerdo constaba de 60 artículos relativos al estado y capacidad de las personas, bienes y contratos, matrimonio, sucesión, competencia judicial civil, jurisdicción penal, ejecución de sentencias extranjeras, legalizaciones y disposiciones comunes.

El sistema seguido para determinar la ley aplicable en materia de estado civil y capacidad de las personas fue el de la nacionalidad mientras que la mayoría de los países latinoamericanos se inclinaban por el criterio territorial que sugería la ley del domicilio.  El tratado, que só1o fue ratificado por el país anfitrión, nunca entre en vigor.

ii) El Congreso de Montevideo de 1888/89.  Se suscriben nueve tratados como respuesta al interés de "uniformar por medio de tratado las diversas materias que abarca el derecho internacional privado".  Los tratados fueron ratificados por los gobiernos de Argentina, Bolivia, Paraguay, Perú y Uruguay. Colombia se adhirió posteriormente.  Se trata de dilucidar la ley aplicable a los conflictos y resultó afirmada la ley del domicilio.

Los nueve tratados versaron sobre derecho procesal internacional, propiedad literaria y artística, patentes de mención, marcas de comercio y de fábrica, penal internacional, ejercicio de profesiones liberales, derecho civil internacional, derecho comercial internacional y un protocolo adicional.  En virtud del articulo 6 del protocolo adicional, se permite que naciones extracontinentales puedan adherirse a cualquiera de los tratados.  Así se adhieren al Tratado sobre Propiedad Literaria y Artística, España (30-1-1900) y Alemania (5-10-1927), entre otros.

El Segundo Congreso Sudamericano de Derecho Internacional Privado, también celebrado en Montevideo (1939/40), revisó los tratados de 1889.  La modificación mas apreciable fue un mayor predominio de la ley del domicilio como factor de conexión.

iii) Las Conferencias Internacionales Americanas.

En esta etapa, como ha se ha apuntado, los esfuerzos se encaminan a 
codificar de manera global las normas conflictualistas propias del derecho 
internacional privado.  El objetivo es redactar un código único para los  países americanos.  Dicho objetivo culmina muchos años después con la aprobación del Código de Derecho Internacional Privado en la Sexta Conferencia Interamericana de 1928 celebrada en La Habana.

En la Segunda Conferencia celebrada en México 1901/02 se dan los primeros pasos para la elaboración de un código de derecho internacional 
público, y otro de derecho internacional privado.  Para ello se contempló el establecimiento de una comisión de jurisconsultos que debía encargarse de dicho proyecto, sin embargo la Convención que contenía la propuesta (Convención para la Formación de los Códigos de Derecho Internacional Publico 
y Privado) no fue ratificada por un numero de países suficientes y la comisión de jurisconsultos no llego a ser nombrada.

La Tercera Conferencia celebrada en Río de Janeiro en 1906 si aprobó, en la Convención sobre Derecho Internacional, la Junta Internacional de 
Jurisconsultos.  La junta se reunió en 1912 para estudiar un proyecto de código elaborado por los doctores Pessoa y Pereira, pero los trabajos de la misma no pasaron de la etapa preparatoria al quedar interrumpidos por la Primera Guerra Mundial.

La Quinta Conferencia en Santiago de Chile, (1923) recoge la filosofía codificadora que había quedado pendiente y transforma la Junta Internacional de Jurisconsultos en la Comisión de Jurisconsultos, encargándole presentar un proyecto de código de derecho internacional privado y otro de derecho internacional público.  La reunión de la Comisión en Río de Janeiro dio origen a un proyecto de código que se aprobó en la Sexta Conferencia 
celebrada en La Habana, 1928. "El Código de Derecho Internacional Privado" sería conocido como el Código Bustamante en homenaje al gran jurista cubano Antonio Sánchez Bustamante, cuya activa y decisiva participación  fue esencial para la aprobación del texto.
iv) El Código Bustamante


En esa misma Conferencia se aprueba también una resolución en la cual se recomienda a los gobiernos el examen y análisis de los tratados aprobados en Montevideo (1889), para que en el plazo de un año den su adhesión, o en su defecto expresen las modificaciones oportunas en orden a su plena aceptación.

El Código consta de 437 artículos divididos en un título preliminar y cuatro libros que dedican una amplia cobertura al derecho civil, comercial penal y procesal internacional.

Se destaca en sus normas un predominio de la ley del foro dando, quizás, excesivas concesiones al derecho interno.  Consagra el principio de la autonomía de la voluntad en aquellas normas que denomina de orden privado.  En lo que se refiere al estatuto personal, el articulo 7 establece la aplicación de la ley del domicilio o la de la nacionalidad, dejando este aspecto sin unidad de criterio y privando al Código de un gran potencial unificador.

La falta de aceptación general que tuvo el Código la observamos en las reservas que se hacen en su gratificación: no fue ratificado por Argentina, Colombia, México, Paraguay y Uruguay; lo ratificaron con reservas indeterminadas, o lo que es lo mismo, subordinando su aplicación a la legislación interna, Bolivia, Costa Rica, Chile, Ecuador y El Salvador; y con reservas a determinados artículos, Brasil, Haití, Republica Dominicana y Venezuela.


C)  Transición hacia una codificación sectorial
Ante la escasa aplicación del Código aprobado en La Habana, la Séptima Conferencia Internacional Americana (Montevideo 1933) mostró una nueva tendencia hacia la uniformidad del derecho internacional privado.  Se trata de seguir un método gradual y progresivo.  Para ello se mantiene la Comisión Internacional de Jurisconsultos y se crean distintos comités nacionales e internacionales para elaborar proyectos, los cuales se presentarían a la consideración de los representantes de los países del hemisferio.  Este espíritu es seguido y reiterado en la Octava Conferencia (Lima, 1938).

En el ámbito del desarrollo y codificación del derecho internacional se creó en el seno de la Organización de los Estados Americanos el Consejo Interamericano de Jurisconsultos, cuyas competencias se trasladarían al Comité Jurídico Interamericano en 1967.  La misión que deberá desempañar el citado Comité queda reflejada en la Carta de la OEA que establece como funciones de este órgano la de promover el desarrollo progresivo y codificación del derecho internacional y estudiar los problemas jurídicos referentes a los países en desarrollo del Continente y la posibilidad de uniformar sus legislaciones en cuanto parezca conveniente".  Se convierte de esta manera en el protagonista institucional de los esfuerzos de unificación y armonización del derecho privado en América Latina.

Durante los años de la década de los cincuenta el objetivo de los órganos dependientes de la OEA, fue el de armonizar el derecho establecido en el Código Bustamante, en los Tratados Sudamericanos de Derecho Internacional Privado celebrados en Montevideo y el "Restatement of the Law.  Conflict of Law'', recopilación que sobre el derecho internacional privado de los Estados Unidos preparó el American Law Institute.  Estos intentos sin embargo no fructificaron al no ser aprobado un anteproyecto de código elaborado por el Comité Jurídico Interamericano.

D)   Segunda etapa de la codificación.

Es a mediados de los años sesenta cuando ante los reiterados fracasos de seguir una perspectiva globalista en la codificación del derecho, se sugiere seguir un mecanismo de codificación sectorial que consista en la preparación y aprobación de especiales para cuestiones especificas.

De esta forma la Asamblea General de la OEA, resolvió en 1971 convocar la Primera Conferencia Interamericana Especializada sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-I).  Para ello encargó al Comité Jurídico Interamericano la preparación de estudios, informes y proyectos de convenciones, y a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos los documentos informativos y técnicos necesarios.  Del 14 al 30 de enero de 1975 se celebró la CIDIP-I en la ciudad de Panamá.

Hasta la fecha este es el método que satisfactoriamente se ha venido aplicando y que, además de la Conferencia celebrada en Panamá, ha dado origen a la celebración de cuatro Conferencias Especializadas: Montevideo, 1979; La Paz, 1984; Montevideo, 1989 y México, 1994.  El resultado es la aprobación de 23 Convenciones sobre Derecho Internacional Privado que actualmente rigen diversas materias jurídicas del continente americano.

III.
LAS CONFERENCIAS ESPECIALIZADAS INTERAMERICANAS DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. (CIDIP’s).

La síntesis que a continuación se realiza sobre las Convenciones aprobadas por las Conferencias Especializadas Interamericanas de Derecho Internacional Privado, se centra en el ámbito de aplicación de las mismas, ley aplicable a las cuestiones tratadas y jurisdicción competente para conocer de los asuntos que se susciten.  El objetivo es el examen del proceso de codificación del derecho internacional privado; teniendo en cuenta los diferentes sistemas jurídicos y legislaciones internas en el continente americano.



PRIMERA CONFERENCIA ESPECIALIZADA. CIDIP-I


En esta Conferencia se aprueban seis Convenciones que según su contenido pueden clasificarse en dos grupos: de Derecho Comercial Internacional y de Derecho Procesal.  Al primer grupo corresponden las sobre Conflicto de Leyes en materia de Letras de Cambio, Pagarés y Facturas, sobre Cheques, y sobre Arbitraje Comercial Internacional.  El segundo grupo recoge las sobre Exhortos y Cartas Rogatorias, sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero y sobre el Régimen Legal de Poderes para ser utilizados en el extranjero.

a) Características comunes de las Convenciones



Son tres los temas que recogen las c1ausulas comunes:



En lo referente al "orden público" se establece que no se aplicará el contenido de la Convención en aquellos aspectos que sean "manifiestamente contrarios" al orden público.  No se define que debe entenderse por orden público o que es manifiestamente contrario a el, sino que esta cuestión se deja entregada a interpretación del Estado Parte interesado.  Se trata por lo tanto de una “salida de emergencia” pedida por los Estados para aquellos casos que lo requieran.
La vigencia espacial de las Convenciones se ajusta a la totalidad del territorio de las partes, salvo que una intención diferente se desprenda de él o conste de otro modo.

Las cláusulas diplomáticas relativas a la ratificación, adhesión y entrada en vigor.etc.  Las convenciones establecen su entrada en vigor a los 30 días del depósito del instrumento de ratificación; para nuevas ratificaciones o adhesiones establece también el termino de 30 días desde el depósito de estos instrumentos por el Estado interesado.  Todo depósito deberá hacerse en los cuatro idiomas oficiales y ante la Secretaría de la OEA, que notificará a los restantes miembros.


Las convenciones tienen una duración indefinida y pueden estar sujetas a denuncia, la cual surtirá su efecto al año del depósito de su instrumento.

CONVENCIONES DE DERECHO COMERCIAL


1.
Convención sobre Conflicto de Leyes en materia 
de Letras de Cambio, Pagares y Facturas.

El objetivo de la Convención es la unificación del derecho americano en la materia, y para ello va a utilizar normas formales a los efectos de elegir la ley aplicable.  Se prescinde por lo tanto de normal materiales o sustantivas.

El ámbito de aplicación material se extiende a las tetras de cambio, pagarés y facturas sin incluir ningún otro título negociable.

En cuanto a la ley aplicable se consagra la ley del lugar donde la obligación haya sido contraída, o "lex loci", para los tres aspectos fundamentales de la letra de cambio: capacidad, forma y obligaciones derivadas de la misma.  Se completa el principio "locus regit actum" estableciendo una fórmula sustitutiva en el caso de que no conste el lugar de nacimiento de la obligación, en cuyo caso se aplica la ley del lugar del pago y, en su defecto, la del lugar de emisión de la letra.  Extiende este principio: a los procedimientos y plazos relativos a la aceptación, pago y protesto.  Trata, también la ley aplicable a los casos de robo, hurto, falsedad, extravió o destrucción a los que se aplicara la ley del lugar donde la letra deba ser pagada.

En lo relativo a la jurisdicción competente, entiende que serán los tribunales del lugar del cumplimiento de la obligación o del domicilio del demandado los competentes para conocer de las controversias que se susciten.

Se trata en definitiva de favorecer el intercambio comercial dando seguridad y eficacia a la circulación de los títulos valores (letra de cambio, pagares y facturas) en aquellos estados en  los que las facturas sean considerados documento negociable).
2.  Convención sobre Conflicto de Leves en Materia de Cheques.

La importancia de esta Convención se encuentra en el hecho de que el cheque es considerado como figura que merece su propia regulación.  Se deja el desarrollo de la materia para un momento posterior, y de manera provisional se remite a lo dispuesto en la Convención sobre Letras de Cambio, Pagarés y Facturas.

La modificación que introduce esta en que la "lex loci" es la del lugar en que el cheque deba pagarse; y regirá para los siguientes aspectos: el término de presentación; si puede ser aceptado, cruzado, certificado o confirmado, y los efectos de esas operaciones; los derechos del tenedor sobre la provisión de fondos y su naturaleza; los derechos del girador para revocar el cheque a oponerse al pago; la necesidad del protesto a otro acto equivalente para conservar los derechos contra los endosantes, el girador a otros obligados; las demás situaciones referentes a las modalidades de cheques.
3.
Convención sobre Arbitraje Comercial Internacional.

Son dos las características que definen el arbitraje a los efectos de la Convención: es voluntario y ha de versar sobre las diferencias que surjan entre las partes en relación a un negocio de carácter mercantil.

Tanto en el nombramiento de árbitros como en el procedimiento a seguir se respeta la voluntad de las partes como extensión del principio de la autonomía de la voluntad que preside el trafico mercantil. En  defecto de acuerdo se seguirían las reglas de procedimiento de la Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial.

Asimismo se trata sobre la eficacia del laudo, y se remite para su cumplimiento en cualquiera de los Estados Parte, a las normas procesales internas del país donde se ejecuten.  Serán competentes para conocer los jueces y tribunales del Estado donde se pretende el reconocimiento y la ejecución del laudo arbitral.

CONVENCIONES SOBRE DERECHO PROCESAL INTERNACIONAL

1.   Convención sobre Exhortos o Cartas Rogatorias.


La Convención responde al propósito de facilitar la cooperación judicial entre los Estados miembros con el objetivo de que no se dilate la administración de justicia.  Las exigencias en cuanto a su ámbito de aplicación son tres.


Se limita a exhortos y camas rogatorias expedidas en materia civil y comercial y es facultativa su extensión a la materia criminal, laboral, contencioso‑administrativa, juicios arbitrales a otras de jurisdicción especial que se refiera a actos procesales de mero tramite (citaciones, notificaciones o emplazamientos en el extranjero) o que su objeto sea la recepción y obtención de pruebas e informes en el extranjero.

Los órganos intervinientes han de ser de carácter jurisdiccional.

En especial no se aplicara a los actos que impliquen ejecución coactiva.

Se aplicara para el diligenciamiento del exhorto las normas procesales del Estado requerido.  También se prevé la posibilidad de una tramitación especial, a petición del Estado requirente, siempre que no lo prohíba la ley de la autoridad requerida o sea contraria a su orden publico.  El órgano competente para conocer de las cuestiones que se susciten con motivo del cumplimiento de la diligencia solicitada, será aquel que establezca la legislación interna del Estado requerido.

Si bien la Convención posee básicamente normas de carácter conflictual, esta contiene una serie de normas materiales en cuanto a los requisitos que debe cumplir el exhorto o carta rogatoria, y sobre las vías de transmisión previstas.  Se destaca la figura de la Autoridad Central como intermediaria para recibir y distribuir exhortos y cartas rogatorias.
2.   Convención sobre Recepción de Pruebas en el extranjero.

Se trata de una Convención que se circunscribe a los aspectos procedimentales para recibir a obtener pruebas en el extranjero.

En cuanto a su ámbito de aplicación se limita a la materia civil y comercial, pudiéndose hacer extensivo a otras materias al igual que señala la Convención sobre Exhortos o Cartas Rogatorias.  Quedan expresamente excluidas las diligencias solicitadas que están prohibidas por la ley del Estado requerido, incluyendo en este caso la institución del Common Law "Pretrial discovery of documents", asimismo se deja fuera cualquier referencia sobre las medidas cautelares.

Lo establecido en la Convención sobre exhortos para la ley aplicable al proceso de tramitación y para la competencia de los órganos requirente y requerido se aplica igualmente en materia de recepción de pruebas.


3.  Convención sobre el Régimen Legal de Poderes para ser utilizados en el extranjero.

Este instrumento tiene por objeto la regulación del poder en si en su mas amplio sentido, abarcando toda clase de poderes ya sean procesales o para el mundo de las relaciones comerciales.  El objetivo es garantizar su seriedad, amparar los intereses del mandante y cuidar de los terceros que contraten con el mandatario.  Es un intento de armonizar los diferentes sistemas jurídicos del continente Americano.

Las normas de conflicto que establece son las siguientes:  Se aplicara la ley del Estado donde el poder se ejerza en lo referente a los requisitos de publicidad, efectos y ejercicio del poder.  En cuanto a las formalidades y solemnidades para su otorgamiento, la Convención deja en manos del otorgante la elección de la ley de su Estado o la del Estado donde se vaya a ejercer el poder, ahora bien, de existir solemnidades especiales donde el poder vaya a ejercerse, regirá esta ley.

SEGUNDA CONFERENCIA ESPECIALIZADA. CIDIP-II
La Segunda Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado inicio sus actividades en abril de 1979 en la ciudad de Montevideo.  Las que se aprobaron son de tres tipos:
a) 
De derecho procesal internacional, entre las que figuran la Convención Interamericana sobre Pruebas a Información acerca del Derecho Extranjero, sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares, sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros y el Protocolo Adicional a la Convención Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias. 

b)
 De derecho comercial internacional, las Convenciones Interamericanas sobre Conflicto de Leyes en Materia de Cheques y sobre Conflicto de Leyes en Materia de Sociedades Mercantiles. 

c)
Referidas a la parte general del derecho internacional privado se adoptaron las Interamericanas sobre Domicilio de las Personas Físicas en el Derecho Internacional Privado y sobre Normal Generales del Derecho Internacional Privado.


Las cláusulas comunes de estas son idénticas a las incorporadas a la CIDIP-I en lo referente a la vigencia espacial y a las cláusulas diplomáticas, agregando a esta última la posibilidad por parte de los Estados de formular reservas a una o más disposiciones siempre que no sean incompatibles con el objeto y el fin de la convención.  Se trata de evitar las reservas de carácter general que desvirtúen en la práctica los propósitos y aplicación de las convenciones.


CONVENCIONES DE DERECHO PROCESAL.

1. 
Protocolo Adicional a la Convención


Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias


En líneas generales este Protocolo reglamenta la Convención sobre Exhortos aprobada en la primera CIDIP.  Es el resultado de un proyecto presentado por la representación de los Estados Unidos de América con la intención de ajustar la convención principal a la perspectiva del common law. 


En o relativo al ámbito de aplicación, la ley aplicable o la jurisdicción competente para el cumplimiento de lo solicitado, el Protocolo no modifica 
lo establecido en la convención aprobada en la CIDIP-I.  Sino que con el fin  de facilitar y abreviar la asistencia judicial, establece el deber de los Estados Parte de identificar su Autoridad Central y uniformiza el trámite a través de formularios oficiales.

Otro de los puntos que trata el Protocolo Adicional es lo referente a los costos y gastos para lo cual sigue el principio de la gratuidad, pero faculta al país requerido para reclamar el pago de las actuaciones que los interesados, según su ley interna, deben sufragar directamente.

2.
Convención sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros

El objetivo de esta convención es facilitar la circulación de sentencias y laudos que versen sobre materias, en principio civiles comerciales o laborales, aunque cabe su extensión a otros ámbitos.  También se exige que se trate de sentencias, laudos y resoluciones con fuerza de cosa juzgada o ejecutivas, que dimanen de una autoridad jurisdiccional y que no contraríen el orden publico del Estado donde se pide su reconocimiento o ejecución.  Las formulas que prevé son lo suficientemente flexibles para permitir el acercamiento entre el sistema jurídico civil y el del common law.

Se observa un predominio de la ley del lugar donde la decisión deba surtir efecto.  En este sentido establece que será esta ley la aplicable a la competencia de los respectivos órganos jurisdiccionales, tanto al sentenciador como al que va a ser encargado de asegurar la eficacia de la sentencia; también se aplicará la referida ley procesal interna al procedimiento a seguir.

La Convención se cuida de amparar el derecho de defensa de las partes, haciendo hincapié en la citación o emplazamiento del demandado.  Este y otros requisitos formales son previstos para la eficacia extraterritorial de las sentencias, laudos o resoluciones.


3.   
Convención sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares

La Convención responde a la idea de ampliar el marco de auxilio y cooperación internacional, asegurando la extraterritorialidad de las medidas cautelares adoptadas por el juez de un Estado Parte.  Su ámbito de aplicación gira sobre los procedimientos que tienden a garantizar el resultado de un proceso actual o futuro, en lo que se refiere a la seguridad de las personas, bienes a obligaciones, y con la condición de que dicho proceso sea de naturaleza civil, comercial, laboral o penales en cuanto a la reparación civil.
La Convención establece las siguientes normas formales en orden a la ley aplicable:

Se aplica la ley del proceso principal a la procedencia de las medidas cautelares y a las posibles oposiciones de terceros, siempre que no versen sobre la propiedad o derechos reales relativos a los bienes embargados.

Se aplica la ley del lugar de cumplimiento de la medida cautelar en cuanto a su ejecución, modificación, eventuales sanciones por solicitudes maliciosas o abusivas y suspensión por improcedencia de la misma.   Se aplica esta misma ley, en orden a establecer las medidas cautelares necesa​rias, cuando lo considere pertinente el juez al que se solicite reconocer y ejecutar una sentencia.  Y permite a cualquier Estado tomar las medidas conservatorias o de urgencia de carácter territorial sobre bienes que se encuentren en su mismo territorio.

La competencia de los Jueces y tribunales dependerá de su propia ley procesal.

Se incorporan también facultades a las autoridades dadas consulares para recibir y administrar bienes de sus nacionales o de un incapacitado en un proceso penal.  Asimismo prevé el trámite para la solicitud del cumplimiento de las medidas cautelares

4.
Convención sobre Prueba a Información del Derecho Extranjero

Esta Convención constituye un nuevo paso en campo de la cooperación judicial interamericana.  La Convención no aclara si el derecho foráneo debe ser aplicado de oficio por el juez o debe ser aprobado por las partes que lo invoquen.  Lo que si establece es el deber de colaboración informativa entre las autoridades de los Estados miembros para determinar "el texto, vigencia, sentido y alcance" del derecho extranjero, estableciendo, a titulo de ejemplo, los siguientes medios: como prueba pericial, documental o a través de informes del Estado requerido.

El Estado requerido estará obligado, salvo que afecte a sus intereses, seguridad o soberanía, a suministrar la oportuna contestación en los términos solicitados, la cual carece de fuerza obligatoria o vinculación alguna para el Estado requirente.

Las vías previstas para la comunicación son dirigiéndose directamente a la autoridad jurisdiccional o a través de la ya tradicional Autoridad Central.  No es necesaria la legalización: y la traducción solo se requiere en la solicitud de información al idioma del Estado requerido.

CONVENCIONES DE DERECHO COMERCIAL

1.
Convención sobre Conflictos de Leyes en Materia de Cheques.

La Convención viene a regular a través de normas formales la ley aplicable en materia de cheques.  El objetivo fundamental es el mismo que persiguió la Convención sobre letras de cambio, pagarés y facturas, esto es, asegurar los derechos del tenedor dando así seguridad y eficacia a la circulación del cheque.

Bajo esta perspectiva, establece que será la misma ley aplicable la que rija la capacidad para obligarse y a los requisitos de forma y fondo del cheque.  La ley en cuestión será la del lugar en que la obligación ha sido contraída o el acto ha sido realizado.  En caso de no constar dicho lugar se entenderá que tuvo su origen en el lugar donde el cheque deba ser pagado; y en defecto de éste en el lugar de su emisión.

El Artículo 7 de la Convención establece que la ley del lugar donde el cheque deba pagarse será la aplicable para diversos aspectos de importancia práctica tales como: naturaleza, modalidades y efectos del cheque; término de presentación; todas las situaciones referentes al pago del cheque; las personas contra las cuales pueda ser librado; necesidad del protesto para conservar los derechos contra endosantes girador a otros obligados; derechos del girador para revocar el cheque; medidas en caso de robo, hurto, falsedad, extravío, destrucción o inutilización del documento; derechos del tenedor sobre la provisión de fondos y naturaleza de dichos derechos.
2.

Convención sobre Conflicto de Leves en materia de Sociedades Mercantiles.


La Convención tiene el propósito de resolver los problemas que origina el reconocimiento por los demás Estados de una sociedad extranjera y la elección de la ley aplicable a sus actividades.  Siguiendo este objetivo se obliga a los demás Estados a reconocer automáticamente la personalidad jurídica de una sociedad debidamente constituida en otro Estado, sin poner ningún tipo de obstáculo o requisito adicional.  Se permite no obstante a los demás Estados, comprobar los requisitos constitutivos de su personalidad como única facultad de estos.

La sociedad mercantil se rige por la ley del lugar de su constitución, o lo que es lo mismo "la del Estado donde se hayan cumplido los requisitos de forma y fondo requeridos para su creación", esta ley se aplica a su estatuto jurídico, es decir, a lo relativo a su existencia, capacidad, funcionamiento y disolución. entendiendo el funcionamiento de la sociedad como las relacio​nes de la sociedad con los socios y la de estos entre sí;


Por otro lado se aplica la ley del Estado donde la sociedad realice el acto en los siguientes casos:  Para la actividad extraterritorial destinada al ejercicio directo o indirecto del objeto social y, para la toma de control de una sociedad local por parte de una sociedad mercantil constituida en otro Estado.  El cambio de domicilio de la administración central a otro Estado podrá implicar cumplir con los requisitos que exija la legislación de este.

También establece la Convención que el órgano jurisdiccional competente será aquel donde se celebren los actos de comercio objeto de controversia.

CONVENCIONES REFERIDAS A LA PARTE GENERAL DEL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO

1.  Convención sobre Normas Generales del Derecho Internacional Privado.

Esta Convención es un documento con gran trascendencia en el sentido de que adopta criterios uniformes sobre los principios generales del Derecho Internacional Privado, así trata las siguientes normal: aplicación del derecho extranjero, incluidos los recursos procesales; la institución desconocida; el orden público; los derechos adquiridos; el fraude de ley; la cuestión previa a incidental; y la adaptación de los diversos sistemas jurídicos.


En cuanto a la aplicación del derecho extranjero se consagra el, principio de igualdad de manera que las normal extranjeras serán aplicadas por los jueces y tribunales de igual forma que lo haría el juez de origen de ese derecho.  Se viene a sobrentender su aplicación de oficio aunque permite a las partes "alegar y probar la existencia y contenido de la ley extranjera invocada". las partes se convierten así en instrumentos colaboradores del juez. La errónea o indebida aplicación del derecho extranjero será así mis​mo recurrible según la ley procesal del lugar del juicio. 

Tres son las excepciones a la aplicación de la ley extranjera o al funcio​namiento de la norma de conflicto:

a)

En el caso de la institución desconocida siempre que se trate de "instituciones procedimientos esenciales para su adecuada aplicación".

b)
Que sea manifiestamente contraria a los principios de orden publi​co, consagrando la tradicional "válvula de escape" que se ha veni​do reproduciendo en las  anteriores. La formula se mejora en el sentido de que debe afectar a los principios del dere​cho.

c)
Que se pretenda fraude a los '‑principios fundamentales" de la ley de otro Estado Parte.

La Convención acepta la doctrina de los derechos legítimamente adqui​ridos y declara el reconocimiento, por los Estados Parte, de las situaciones jurídicas validamente creadas Según todos los derechos competentes con los cuales tenia vínculos en el momento de su creación.

Trata también de resolver si la cuestión previa o incidental debe subor​dinarse a la cuestión principal o se debe juzgar por las normas del derecho internacional del foro. Parece que se busca una conciliación entre ambas postural al establecer que "no necesariamente" deberá resolverse de acuer​do con la ley que regula la cuestión principal.

En cuanto a la adaptación y coordinación de los diversos sistemas jurídicos la Convención, a través de pautas muy amplias basadas en la equidad; busca el equilibrio entre la justicia formal, perseguida por las normas de conflicto, y la justicia material, que debe realizarse en la especifica solución del caso concreto.

2.
Convención sobre el Domicilio de las Personas 
Físicas en el Derecho Internacional Privado
La Convención se integra exclusivamente de normal uniformes que rigen el domicilio de las personas físicas en el derecho internacional privado.


La determinación del domicilio se basa en el lugar de su residencia habitual y a falta de este se establecen criterios subsidiarios en el siguiente orden: el lugar del centro principal de sus negocios; el de la simple residencia; y el del lugar donde se encontrare.

Ofrece también reglas para determinar el domicilio en casos especiales como el del incapaz, el de los cónyuges y el de funcionarios diplomáticos.  En caso de domicilio múltiple en dos Estados Parte se prefirió el de la residencia simple y, de tenerla en ambos, el del lugar donde se encontrare la persona.


TERCERA CONFERENCIA ESPECIALIZADA. CIDIP-III


La Tercera Conferencia Especializada en Derecho Internacional Priva​do se celebro en La Paz, Bolivia, en mayo de 1984. En el curso de la misma se aprobaron los siguientes instrumentos internacionales: 

A)  Referidos al derecho civil internacional pertenecen la Convención sobre Conflicto de Leyes en Materia de Adopción de Menores y la Convención sobre Personalidad y Capacidad de las Personas Jurídicas en el Derecho Internacional Privado.

B) Referidos al derecho procesal internacional pertenecen la Convención sobre Competencia en la Esfera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras y el Protocolo Adi​cional a la Convención sobre Recepción de Pruebas en el Extran​jero.

CONVENCIONES  DE DERECHO CIVIL


1. Convención sobre Conflictos de Leyes en Materia de Adopción de Menores.
Teniendo como finalidad la protección del menor en la adopción internacional y el reconocimiento de esta por el resto de los Estados Parte, se aprobó esta Convención que viene a combinar un sistema mixto de leyes materiales y formales.

El ámbito de aplicación se circunscribe a la adopción internacional, lo que implica que adoptante y adoptado tengan domicilio y residencia en diferentes Estados Parte.  También incluye las adopciones internas con vocación internacional, en alusión a aquellas que suponen la salida del menor adoptado fuera de su país.  Abarcar toda la gama de modalidades que cubre la adopción ya sea simple, plena, legitima a otra institución afin.

En cuanto a la ley aplicable el. principio que preside es "in favore adoptioni" que además de estar presente en muchas de las normas es consagrado en el articulo 19 de esta Convención.  Para la constitución y anulación del vinculo de adopción, se utiliza como punto de conexión objetivo en la norma de conflicto, la ley de la residencia habitual del menor.  Será dicha ley la aplicable a: la capacidad, consentimiento y a los demás requisitos para ser adoptado, incluyendo los procedimientos y formalidades necesarios para la creación de dicho vinculo.  Regirá la ley del domicilio del adoptante en lo referente a los requisitos para poder serlo.  Por otro lado, la autoridad competente para el otorgamiento y anulación de las adopciones será la de la residencia habitual del adoptado.

Para los efectos de la adopción (relaciones adoptante-adoptado, derechos sucesorios) se contempla la equiparación del adoptado a la filiación legitima.  Se declara irrevocable la adopción plena, y prevé también la posibilidad de conversión de la adopción simple en plena, dejando en manos del actor la elección de la ley aplicable al caso a los efectos de favorecer los intereses del menor.

Los jueces competentes para decidir sobre las cuestiones que surjan serán los de la residencia habitual del menor, a excepción de lo relativo a las relaciones entre adoptado y adoptante, que será el juez del domicilio del adoptante.

Se prevén también mecanismos de control ante instituciones publicas o privadas y, la excepción a aplicar la ley declarada competente por motivos de orden publico.
2. Convención sobre Personalidad y Capacidad de Personas Jurídicas en el Derecho Internacional Privado.

Por medio de esta Convención se reconoce de pleno derecho la personalidad y capacidad de las personas jurídicas debidamente constituidas en su país de origen.
El ámbito de aplicación se circunscribe a las personas jurídicas constituidas en los Estados Parte, las cuales han de cumplir dos requisitos: uno material, que tenga existencia y responsabilidad propia, distintas a la de sus miembros o fundadores, y otro formal, que sea calificada como tal según la ley del Estado de su constitución.  Se excluye de su aplicación a aquellas personas jurídicas cuyo tratamiento se haya abordado en convenios especiales.

En cuanto a la ley aplicable, se establece el mismo régimen que el previsto en la Convención sobre Sociedades Mercantiles aprobada por la CIDIP-II; me refiero a la ley del lugar de su constitución en lo concerniente a existencia, capacidad para ser titular de derechos y obligaciones, funcionamiento a nivel interno y disolución; y será la ley del lugar donde se celebre el acto la aplicable a la actividad extraterritorial de la entidad.

Se prevé también la figura del representante de la persona jurídica en el extranjero, al cual se le atribuye plena legitimación pasiva en los reclamos o demandas que se origen contra la entidad.  Asimismo se reconoce la personalidad jurídica privada a las personas jurídicas de derecho publico y a las personas jurídicas internacionales.

CONVENCIONES DE DERECHO PROCESAL.


1.  Convención sobre Competencia en la Esfera Internacional para la Eficacia Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras
Con la finalidad de obtener la eficacia extraterritorial de las sentencias dictadas en alguno de los Estados Parte, la Convención trata de fijar las bases según las cuales se establece si el juez o tribunal que dicto una sentencia tenía o no competencia en la esfera internacional.  Esta competencia es un requisito que se venía haciendo necesario abordar dentro del proceso legislativo que cumplen las CIDIPs.

El alcance se limito a las acciones personales de naturaleza patrimonial, acciones reales sobre muebles corporales, acciones reales sobre inmuebles y acciones derivadas de contratos mercantiles.  Quedan expresamente excluidas las siguientes material:  Estado civil y capacidad de las personas; divorcio, nulidad y régimen de bienes en el matrimonio; pensiones alimenticias; sucesiones; quiebras, concursos a otros procedimientos análogos liquidaciones de sociedades; cuestiones laborales; seguridad social: ar​bitraje; daños y perjuicios de naturaleza extracontractual y cuestiones marítimas y aéreas.

Los criterios adoptados son los siguientes:

a)
Para las acciones personales de naturaleza patrimonial; el criterio del domicilio o la residencia habitual si se trata de persona física; el del establecimiento principal para las sociedades civiles y mercantiles de carácter privado; el de la actividad desarrollada cuando se trate de sucursales, agencias o filiales de las anteriores y el de la sumisión en materia del fuero renunciable.

b)
Para las acciones reales sobre bienes muebles corporales, se aceptan de forma alternativa los criterios establecidos para el caso de acciones personales de naturaleza patrimonial y se añade el de la ubicación de los bienes en el momento de entablarse la demanda.

c)
Para las acciones reales sobre bienes inmuebles, el de la ubicación de los mismos.

d)
Para las acciones derivadas de contratos mercantiles, se remite a lo establecido por las partes siempre y cuando tal fijación no resulte abusiva y haya una conexión razonable con el. objeto de la controversia.

La Convención cubre el caso de las contra demandas y el de la competencia asumida para evitar denegación de justicia.  Exige además a la sentencia que no haya invadido la competencia exclusiva del Estado donde se pretende su cumplimiento y por otro lado que pueda tener eficacia en todo el territorio del Estado donde fue dictada.

2.
Protocolo Adicional sobre Recensión de Pruebas en el Extranjero.
Este Protocolo tiene como finalidad reglamentar y complementar el texto de la Convención sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, apro​bada en Panamá; y trata asimismo de adecuar su normal a lo establecido en el Protocolo sobre Exhortos o Cartas Rogatorias de 1979.  Y en este sentido se establecen normas sobre el deber de identificar a la Autoridad Central; en la utilización de formularios; que unifique el mecanismo de solicitud y entrega; tramite a seguir y ley aplicable, predominando la ley procesal del país requerido.

La parte medular del Protocolo se concentra en torno a la recepción de pruebas por parte de agentes diplomáticas o consulares, su posible extensión a la materia criminal y la posibilidad de recoger dichas pruebas por procedimientos especiales, si no son "incompatibles con los principios fundamentales de la legislación o con las normas de aplicación exclusiva del Estado requerido o que sean de imposible cumplimiento por este".

En lo que se refiere a la recepción de pruebas por los agentes diplomáticos, estos quedan facultados para recibirlas sin emplear medidas de apremio, aunque si podrán solicitarlas al órgano jurisdiccional competente del Estado requerido según su propia legislación.  Tendrán que someterse a ciertas limitaciones sobre los no nacionales del país acreditante, limites a establecer por los Estados en el momento de la ratificación o adhesión de la Convención. Sobre los nacionales del país requirente se permite que se apliquen las reglas y procedimientos de su propio Estado.

Otro de los puntos sobre los que trata el protocolo es la institución "Pretrial  Discovery of Documents" propia del "common law'', que si bien fue negado en el articulo 9 de la Convención, ahora el Protocolo abre una ventana permitiendo el diligenciamiento de exhortos si se identifica la relación entre la prueba o información solicitadas y el proceso pendiente.  No obstante esta posibilidad queda en manos del Estado al momento de ratificar o adherirse al Protocolo.

Se trata en definitiva de fortalecer y facilitar la cooperación internacional y armonizar el sistema jurídico anglosajón y el neo‑romanista vigente en 
la mayoría de los países latinoamericanos.

CUARTA CONEERENCIA ESPECIALIZADA CIDIP-IV

Esta Conferencia tuvo su sede en Montevideo, Uruguay, durante el. mes de julio de 1984 y se aprobaron las siguientes :

a) Convención sobre Restitución Internacional de Menores.

b)
Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias.


c)
Convención Interamericana sobre Contrato de Transporte Internacional de Mercaderías por Carretera.
1. 
Convención sobre Restitución Internacional de Menores

En cuanto al ámbito de aplicación, la Convención se concentra en los aspectos civiles de la restitución internacional de menores.  Abarca pues los siguientes casos:  Menores que hayan sido trasladados ilegalmente desde cualquier Estado a otro Estado parte y menores que habiendo sido trasladados legalmente son retenidos ilegalmente.  A los efectos de esta Convención se considera menor a toda persona que no haya cumplido los dieciséis años.

Otro de los objetivos es haber respetar el ejercicio del derecho de visita y el de custodia o guarda de sus titulares.  No entra a analizar lo relativo a la patria potestad o a la guarda y asimismo, queda fuera de su ámbito de aplicación el delito de secuestro que se rige por la ley penal del territorio.

El factor de conexión para aplicar la norma de conflicto va a ser la residencia habitual del menor inmediatamente antes de su traslado o de su retención.  Esta ley es la que ha de considerar ilegal el. traslado o retención.  Asimismo las autoridades judiciales o administrativas del lugar de residencia habitual del menor son las competentes para conocer de la solicitud de restitución, aunque por razones de urgencia podrá solicitarse dicha restitución ante las autoridades donde el. menor se encontrare ilegalmente o donde se hubiere producido el hecho ilícito.

La Convención también viene a regular el procedimiento a seguir que busca única y exclusivamente la devolución del menor.  Se inicia a través de exhorto, mediante solicitud a la autoridad Central, directamente o por la vía diplomática.  La autoridad jurisdiccional competente del Estado donde se encuentre el menor adoptara según su derecho interno, las medidas adecuadas para la devolución voluntaria, aquellas que sean necesarias para impedir la salida del menor de su jurisdicción, las tendientes a mantener su salud y conocerán de la oposición a la devolución del menor que eventualmente surja, si bien no podrán decidir sobre el fondo del derecho de guarda hasta que se demuestre que no se reúnen las condiciones que establece la convención.

2. Convención sobre Obligaciones Alimentarias.

El objeto de la Convención es la determinación de la ley aplicable y de la competencia en la esfera internacional en los casos en que el reclamante de aumentos y el deudor de los mismos se encuentren en Estados diferentes, o cuando el deudor posea capital o perciba ingresos en un Estado distinto de aquel en que tiene su residencia o domicilio.

El ámbito de aplicación, por tanto se circunscribe, a las obligaciones alimentarias respecto de menores y de las debidas entre cónyuges o ex‑cónyuges, sin entrar a valorar la cuestión de fondo de las relaciones de filiación o de familia entre el acreedor y el deudor de alimentos.  Los Estados por su parte podrán extender este ámbito en favor de otros acreedores en el momento de suscribir, ratificar o adherirse a la Convención.

En cuanto a la ley aplicable se ofrecen puntos de conexión alternativos al objeto de poder elegir el mas favorable a los intereses del acreedor.  De esta forma se aplicara la ley del domicilio o de la residencia habitual del acreedor o del deudor. elección quo se deja en manos de la autoridad judicial competente.

Siguiendo este principio de favorecer al acreedor alimenticio se deja a este la elección de cual ha de ser la autoridad competente, y se atribuye competencia internacional al juez del domicilio o residencia habitual, tanto del acreedor como del deudor, así como al juez del lugar en quo el deudor tenga vínculos personales tales como posesión de bienes, percepción de ingresos u obtención de beneficios económicos.

La Convención adopta también una serie de reglas relativas a la cooperación procesal internacional, al efecto de quo las sentencias extranjeras sobre obligaciones alimentarias tengan eficacia extraterritorial en los demás Estados Parte.  En este sentido sigue las líneas generales establecidas por la Convención sobre Eficacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbitrales, con las peculiaridades quo sobre competencia internacional se establecen en la Convención que ahora analizamos.  Es de resaltar que para favorecer al acreedor alimentario se permite la ejecución de la sentencia extranjera apelada otorgándole efecto devolutivo y no suspensivo.

3.
Convención sobre Contrato de Transporte Internacional de Mercadería por Carretera.
El objetivo de la Convención es regular el negocio jurídico del transporte.  El ámbito de aplicación de la misma se centra en el transporte internacional por carretera, cuyo elemento internacional se caracteriza por la expedición de mercaderías en un Estado Parte y por la entrega de las mismas en otro de los Estados Parte.  Se incluye también dentro del ámbito material de la Convención, cuando el vehículo utilizado sea transportado durante parte del recorrido por otro medio de transporte y no se proceda a la descarga de las mercaderías durante el trayecto; o que se trate de transporte por servicios acumulativos.  La Convención se aplica a operaciones que se rijan por convenios postales internacionales.  Las normas establecidas no restringen lo que se estipule en bilaterales o multilaterales sobre esta materia; ni las practicas mas favorables que los Estados puedan observar.

La Convención viene a regular; a través de normas materiales, el documento denominado "conocimiento de embarque" en donde se recogerán los términos del contrato de transporte.  Se destaca el principio de la autonomía de la voluntad de las partes en lo relativo al contenido del mismo.

Se prevé asimismo el órgano competente para conocer de las acciones que puedan surgir.  Queda la elección en manos del actor iniciar la demanda ante los tribunales del Estado: a) Donde el demandado tenga su domicilio o residencia habitual, su establecimiento principal o la sucursal, agencia o filial por cuyo intermedio se emitió el conocimiento de embarque; b) el del lugar de expedición de las mercaderías; c) el del lugar destinado para. la entrega de la mercadería y d) el del lugar de transito en donde haya un representante del transportador, si este fuere el demandado.

Se trata también a través de normas materiales el régimen de la responsabilidad que se deriva de este contrato.

QUINTA CONFERENCIA ESPECIALIZADA  CIDIP-V
La Quinta Conferencia Especializada de Derecho Internacional Privado se celebro en Ciudad de México en 1994 y en esta se aprobaron las siguientes :

‑
Convención Interamericana sobre el Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales.


‑
Convención Interamericana sobre Trafico Internacional de Menores.
1.
Convención sobre el Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales.

El objetivo de la Convención es determinar el derecho aplicable a los contratos internacionales.


Se va a ocupar de aquellos contratos cuyos sujetos tengan su residencia habitual o establecimiento en Estados Parte diferentes, o bien que el objeto del mismo tenga algún contacto con mas de un Estado Parte.  El hecho de que el derecho aplicable sea el de un Estado no Parte no impide la aplicación de la Convención.


Esta amplitud en el ámbito de aplicación queda restringida por lo excluido en el propio articulo 5 de la Convención; por lo establecido para determinados contratos en el derecho convencional internacional vigente; y por lo que quede expresamente excluido por los Estados Parte a la hora de su ratificación o adhesión.

En cuanto a las materias excluidas, establecidas en el articulo 5 de la Convención, son las relativas a las siguientes cuestiones:

‑
Aquellas derivadas del estado civil de las personas físicas, capaci
dad de las partes y efectos de la incapacidad en la nulidad a invalidez del contrato;

‑
obligaciones contractuales cuyo objeto principal sea de tipo sucesorio, testamentario, o derivadas de relaciones de familia;

‑
obligaciones provenientes de títulos de crédito, y de la venta, transferencia, o comercialización de títulos en los mercados de valores;

‑
acuerdos sobre arbitraje o elección del foro;

‑
cuestiones de derecho societario y sobre la existencia, capacidad, funcionamiento y disolución de las personas jurídicas en general.

La parte medular de la Convención es el capitulo referente al derecho aplicable.  Se consagra el principio de la autonomía de la voluntad ya sea a la totalidad del contrato o a una parte del mismo, sin otro limite que las disposiciones del derecho del foro cuando tengan carácter imperativo, o por disposiciones, también imperativas, de otro derecho con el que el contrato tenga vínculos estrechos.

Con base en el principio inspirador de la autonomía de la voluntad, se aplica a los contratos internacionales el derecho que las partes elijan y, con el objeto de promover la interpretación uniforme se abre una puerta a la aplicación de las normas, costumbres y principios del derecho comercial internacional.  Además se ofrece un criterio subsidiario cuando las partes no hayan elegido o su elección sea jurídicamente ineficaz, en este caso se aplicará el derecho del Estado con el cual el contrato tenga vínculos mas estrechos.  Cuando la Convención se refiere a "vínculos mas estrechos". el articulo 9 de la misma especifica que se tendrán en cuenta los elementos subjetivos y objetivos que se desprendan del contrato, así como los principios generales del derecho comercial internacional.  No deja de ser una formula muy vaga y queda a interpretación del juez la determinación de los citados vínculos.  Se destaca expresamente que la elección del foro no implica la elección del derecho aplicable.

2. Convención sobre Tráfico Internacional de Menores
El propósito de esta Convención es la prevención y sanción del trafico internacional de menores.  El interés a proteger es el menor y para ello se contemplan una serie de mecanismos:

En primer lugar trata de conseguir un derecho material uniforme en esta materia a través de la definición de términos tales como: "menor" ‑ persona de menos de 18 anos; "trafico de menores", que significa la sustracción, traslado o retención, y abarca también el grado de tentativa, con propósitos o medios ilícitos; "propósitos y medios ilícitos" ya sean tipificados en el Estado de residencia habitual del menor o en el Estado en el que el menor se encuentre.

En segundo lugar prevé aspectos civiles y penales, materia esta última novedosa en el campo de las CIDIPs.  Si bien no tipifica como delito la figura ilícita, compromete a los Estados a hacerlo en su derecho interno basándose en las disposiciones que establece la Convención. Regula la competencia internacional para conocer de estos delitos, asignándosela al juez del Estado Parte donde tuvo lugar la conducta ilícita, al de la residencia habitual del menor, al juez donde se halle el presunto delincuente de no ser extraditado y a aquel donde se halle el menor victima del trafico.


En el aspecto civil la Convención se preocupa por la localización y restitución del menor.  Estarán legitimados para promover la solicitud de localización y restitución los que designe el derecho de la residencia habitual del menor.  La autoridad judicial o administrativa competente para. conocer de la solicitud, será la del Estado de la residencia habitual del menor; o donde se encuentre o se presuma que se encuentra retenido el menor.  Se prevé asimismo la anulación del vinculo de adopción o institución a fin según la ley que constituyo tal vinculo cuando su origen o fin fuere el trafico ilegal.

Otro de los grandes temas que aborda la Convención es el de la cooperación jurídica internacional en orden a establecer una asistencia mutua para el cumplimiento de los objetivos establecidos.

SEXTA CONFERENCIA ESPECIALIZADA. CIDIP-VI

La CIDIP‑V celebrada en México tuvo como uno de sus resultados la adopción de una resolución, CIDIP-V/RES.8 (94), mediante la cual solicito a la Asamblea General la convocatoria de la Sexta. Conferencia Especializada Interamericana de Derecho Internacional Privado.  En esta misma resolución la CIDIP-V recomendó la inclusión de los siguientes temas para ser considerados en la próxima Conferencia:

1.
El mandato y la representación comercial.

2.
Conflictos de leyes en materia de responsabilidad extracontractual (delimitado a un ámbito especifico)

3. Documentación mercantil uniforme para el libre comercio.

4. 
Quiebras internacionales.

5. Problemas de derecho internacional privado sobre los contratos de prestamos internacionales de naturaleza privada.

6.

Responsabilidad civil internacional por contaminación 
transfronteriza. Aspectos de derecho internacional, privado.

7. Protección internacional del menor en el. derecho internacional privado: patria potestad, guarda, visita y filiación.

8. 
Uniformidad y harmonización de los sistemas de garantías comerciales y financieras internacionales.

En respuesta a dicha solicitud la Asamblea General, en su vigésimo sexto período ordinario de sesiones, celebrado en Panamá durante el. mes de junio de 1996, aprobó la convocatoria de la CIDIP-VI.  Para tal efecto encargo al Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos, la determinación de la fecha y lugar de celebración de la misma, y la aprobación del proyecto de reglamento y de temario, teniendo en consideración los temas propuestos por la CIDIP-V anteriormente enumerados.

El Consejo Permanente de la OEA conoció de la resolución en septiembre del presente año, y la remitió a estudio de su Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos con el objeto de examinar y preparar, entre otras cosas, el temario de esta próxima Conferencia.

A la fecha de esta exposición la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos aun no ha iniciado la consideración del trabajo que le ha encomendado el Consejo Permanente sobre esta materia.
(Los Textos de las Palabras del Acto Inauguración 2.2 páginas 13-15, Acto Clausura 4.2 páginas 153-155,, así como la presentación “Las Convenciones Interamericanas en Materia de Derecho Internacional Privado”, página 109-140, se encuentran  publicados en el libro “Memoria del Seminario sobre Aplicación de Normas Internacionales”, Granada, Nicaragua, Centroamérica, 3 ,4, y 5 de septiembre de 1996) 

